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las de la Administración General del Estado, las
correspondientes de las Comunidades Autónomas
con competencias para protección de personas y
bienes y para el mantenimiento de la seguridad
ciudadana, con arreglo a lo dispuesto en los res-
pectivos Estatutos y en la Ley Orgánica de Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad y conforme al proceso de
despliegue de las respectivas policías autónomas.»

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley
Orgánica.

Madrid, 21 de abril de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

8930 LEY ORGÁNICA 10/1999, de 21 de abril, de
modificación de la Ley Orgánica 8/1985, de
3 de julio, Reguladora del Derecho a la Edu-
cación.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley Orgánica.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las modificaciones que se introducen en la Ley Orgá-
nica 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a
la Educación, se centran en dos previsiones:

En primer lugar, se articula la necesaria participación
de la representación de las Corporaciones locales como
tales en la programación de la enseñanza a través del
Consejo Escolar del Estado.

En segundo lugar, se modifica el apartado 1 de la
disposición adicional segunda, relativo a la creación,
construcción y mantenimiento de centros públicos
docentes por las Corporaciones locales. Sin perjuicio del
cumplimiento en todo caso de las obligaciones que en
esta materia les impone la disposición adicional deci-
moséptima de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre,
de Ordenación General del Sistema Educativo, se intro-
duce la posibilidad de que las Corporaciones locales y
las Administraciones educativas competentes puedan
establecer las condiciones y las fórmulas de colaboración
que estimen más adecuadas en orden a las mencionadas
actividades de creación, construcción y mantenimiento
de centros públicos docentes.

Artículo primero. Consejo Escolar del Estado.

El apartado i) del artículo 31.1 de la Ley Orgáni-
ca 8/1985, de 3 de julio, Reguladora del Derecho a
la Educación, queda redactado en los siguientes térmi-
nos:

«i) Las Entidades locales a través de la aso-
ciación de ámbito estatal con mayor implantación.»

El vigente apartado i) de este mismo artículo pasa
a ser apartado j).

Artículo segundo. Centros escolares.

Se modifica el apartado 1 de la disposición adicional
segunda de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, Regu-
ladora del Derecho a la Educación, quedando redactado
de la siguiente forma:

«1. Las Corporaciones locales cooperarán con
las Administraciones educativas competentes, en
el marco de lo establecido por la legislación vigente
y, en su caso, en los términos que se acuerden
con ellas, en la creación, construcción y mante-
nimiento de los centros públicos docentes, así
como en la vigilancia del cumplimiento de la esco-
laridad obligatoria.»

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley Orgánica.

Madrid, 21 de abril de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

8931 LEY 10/1999, de 21 de abril, de modificación
de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero,
sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La modificación de la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana,
habilita a los municipios a especificar en sus respectivas
ordenanzas los tipos, definidos en la Ley, que corres-
ponden a las infracciones cuya sanción se atribuye a
los Alcaldes. Se pretende con ello solucionar las difi-
cultades que viene planteando a los Alcaldes la ausencia
de una habilitación expresa en la Ley para que las orde-
nanzas municipales puedan establecer dicha especifica-
ción dentro del tipo correspondiente a cada infracción
definido en el propio texto legal. La concreción de
los tipos se realizaría siempre dentro de los límites es-
tablecidos al respecto por el artículo 129.3 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

Artículo único. Seguridad ciudadana.

Se introduce un nuevo párrafo al final del apartado 2
del artículo 29 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de
febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana,
del siguiente tenor:

«Para la concreción de las conductas sanciona-
bles, las ordenanzas municipales podrán especificar
los tipos que corresponden a las infracciones cuya
sanción se atribuye en este artículo a la compe-
tencia de los Alcaldes, siempre dentro de la natu-
raleza y los límites a los que se refiere el artículo



14928 Jueves 22 abril 1999 BOE núm. 96

129.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común.»

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y auto-

ridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.

Madrid, 21 de abril de 1999.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

8932 LEY 11/1999, de 21 de abril, de modificación
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora
de las Bases del Régimen Local, y otras medi-
das para el desarrollo del Gobierno Local, en
materia de tráfico, circulación de vehículos a
motor y seguridad vial y en materia de aguas.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Constitución Española de 1978 estructuró un
modelo de Estado compuesto en el que los centros de
decisión se multiplican, incluyendo a determinadas Enti-
dades locales —municipios y provincias— en dicha estruc-
tura y garantizando la autonomía de las mismas para
la gestión de sus respectivos intereses. El marco com-
petencial concreto de las Entidades locales lo determi-
narán las leyes.

La Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases
del Régimen Local, cumplió la función de establecer la
delimitación básica de la autonomía local, mediante el
señalamiento de unos ámbitos materiales en los que
las Entidades locales han de ejercer competencias, sin
determinar en qué grado, cuestión que correspondería
concretar el legislador sectorial, estatal y autonómico
correspondiente.

También en la Carta Europea de Autonomía Local,
hecha en Estrasburgo el 15 de octubre de 1985 y apro-
bada y ratificada por el Reino de España el 20 de enero
de 1988, se define la autonomía local como el derecho
y la capacidad efectiva de las Entidades locales de orde-
nar y gestionar una parte importante de los asuntos públi-
cos, en el marco de la ley, bajo su propia responsabilidad
y en beneficio de sus habitantes. Asimismo, se señala
que el ejercicio de las competencias públicas debe
incumbir preferentemente a las autoridades más cerca-
nas a los ciudadanos.

Han transcurrido más de doce años desde la apro-
bación de la Ley 7/1985 y desde distintos sectores,
entre los que se encuentra la Federación Española de
Municipios y Provincias, se ha criticado el que, ni por
parte del Estado, ni de las Comunidades Autónomas,
al legislar en los ámbitos materiales señalados en el ar-
tículo 25 de dicha Ley, se haya procedido a desarrollar
de forma sustantiva la atribución de competencias a los
municipios, por lo que, durante este período, se ha venido
generando un movimiento reivindicativo municipal para

la consecución de un nuevo marco competencial que
procure una mayor descentralización hacia los munici-
pios.

Así, en la asamblea extraordinaria de la Federación
Española de Municipios y Provincias, celebrada a finales
de 1993, se definió el objetivo de la consecución de
un «Pacto local» que clarificase el ámbito competencial
de la Administración local y que permitiese resolver con
mayor eficacia las demandas de los ciudadanos, median-
te el acercamiento de la Administración a los mismos,
así como la aplicación plena del principio de subsidia-
riedad. Se planteaba, como necesidad, que los muni-
cipios puedan asumir las funciones que, de acuerdo con
su capacidad y la demanda social, les corresponda.

Tras diversas negociaciones, con fecha 30 de mayo
de 1997, el Consejo de Ministros se dio por informado
de la propuesta del Ministerio de Administraciones Públi-
cas de «Bases para la negociación del Acuerdo para
el Desarrollo del Pacto Local», propuesta que fue con-
sensuada con la Federación Española de Municipios y
Provincias con fecha 29 de julio de 1997.

En dicho acuerdo se contiene una serie de criterios
y vías para la articulación de las diferentes actuaciones
encaminadas a una mayor profundización de la auto-
nomía local, y aunque se reconoce que la mayor parte
de las reivindicaciones de los entes locales afectan a
materias que forma parte del ámbito competencial de
las Comunidades Autónomas, se incluyen determinados
compromisos cuya regulación corresponde al Estado.

De estos compromisos, una parte importante deben
desarrollarse a través de diversas modificaciones a la
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases
del Régimen Local, y, en menor medida, al Real Decreto
legislativo 339/1990, de 2 de marzo, por el que se
aprueba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico,
Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, y a
la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas.

II

En lo que se refiere a las modificaciones de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases
del Régimen Local, éstas se centran en las siguientes
cuestiones:

En primer lugar se incluye como artículo 5, actual-
mente sin contenido por haber sido anulado por el Tri-
bunal Constitucional en la sentencia 214/1989, de 21
de diciembre, la regulación que con carácter básico ya
se establece en la actualidad en el artículo 1 del texto
refundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de régimen local, aprobado por Real Decreto legis-
lativo 781/1986, de 18 de abril, por considerar que
la previsión sobre la capacidad jurídica de las Entidades
locales debe figurar en la propia Ley de Bases.

En segundo lugar, se lleva a cabo con la modificación
de los artículo 20 a 23, 32 a 35 y 46.2.a), una nueva
distribución de competencias entre el Pleno y el Pre-
sidente de la corporación a fin de solventar los problemas
planteados al atribuirse en la actual regulación al Pleno
funciones que tienen un carácter eminentemente eje-
cutivo y que es más lógico que sean competencias del
Alcalde, en aras a una mayor eficacia en el funciona-
miento del respectivo Ayuntamiento o Diputación. Como
contrapartida, se clarifican las competencias del Pleno,
se refuerzan las funciones de control por parte de éste
mediante una mayor frecuencia de sus sesiones ordi-
narias y se establece el carácter preceptivo de los órga-
nos de estudio, informe y seguimiento de la gestión del
Alcalde o del Presidente y de sus órganos delegados
en los Ayuntamientos de los municipios con más
de 5.000 habitantes y en las Diputaciones Provinciales.


